
CONSTANCIA SECRETARIAL: 03-08-2023. A despacho del señor Juez, el 

presente proceso de IMPUGNACION DE ACUERDO PROCESO DE INSOLVENCIA 

PERSONA NATURAL NO COMERCIANTE bajo el radicado 

17001400300220230045700. Sírvase Proveer.   

  

  
ROBINSON NEIRA ESCOBAR  

Secretario -1   

   

   

JUZGADO SEGUNDO CIVIL MUNICIPAL  

Manizales, Caldas, tres (3) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

 

  Interlocutorio.      1972  

  PROCESO:                       IMPUGNACION ACREEDORES DE ACUERDO DE DEUDAS 

                                             PERSONATURAL NO COMERCIANTE. 

    RADICADO:                     170014003002-2023-000457-00   

       DEUDOR:                        LUIS ARBEY GONZALES LOPEZ 

 

Procede el Despacho a decidir sobre el trámite de la solicitud de objeciones de 

liquidación patrimonial de la referencia, formualda por el apoderado de 

COOPERATIVA DE PROFESIONALES COASMEDAS - COASMEDAS. 

 

I. ANTECEDENTES 

 

Argumentos de las partes 

 

El abogado de COOPERATIVA DE PROFESIONALES COASMEDAS - COASMEDAS, 

presentó objeción a los créditos reconocidos en el proceso de negociación de 

deudas adelantado, frente al deudor Luis Arbey Gonzales López que sustentó: 

 

“CONSIDERACIONES Y SUSTENTO JURÍDICO 

Tal y como fue planteado de viva voz por el suscrito en la audiencia celebrada 

el día 13 de Junio del cursante, en el presente trámite se depreca la ilegalidad 

del acuerdo de pago aprobado por la Notaría Primera de Manizales, basados 

en los preceptuado en el numeral 4 del Artículo 557 Código General del Proceso 

que indica que será sujeto de impugnación cualquier acuerdo de pago que 

transgreda la ley o la Constitución. 

En línea con lo anterior, el artículo 553 del Código General del Proceso 

establece de forma tácita lo siguiente: 



“El acuerdo de pago estará sujeto a las siguientes reglas:.... 

10. No podrá preverse en el acuerdo celebrado entre el deudor y sus 

acreedores ni en sus reformas un plazo para la atención del pasivo superior a 

cinco (5) años contados desde la fecha de celebración del acuerdo, salvo que 

así lo disponga una mayoría superior al sesenta por ciento (60%) de los 

créditos o que originalmente la obligación hubiere sido pactada por un término 

superior...” 

Teniendo en cuenta los hechos antes expuestos, se puede observar que el 

acuerdo de pago fue aprobado con el concurso del 57.45% de los acreedores 

votantes, fórmula de pago que contempló la atención de las deudas en un 

plazo o término superior a los 5 años, tomando en cuenta que las 64 cuotas 

propuestas dan como resultado el pago de las obligaciones en cinco años más 

4 meses. 

Es por lo anterior que la Notaría Primera de Manizales ha incurrido en error al 

aprobar una propuesta de pago que transgrede la Ley, máxime cuando en este 

estado del trámite, ni por parte del deudor ni de los acreedores 

comparecientes, se informó oportunamente los plazos otorgados para el pago 

de las obligaciones originarias, por ende no existe a la luz del trámite que nos 

ocupa, elementos de juicio que puedan tener en consideración esta 

información hasta este punto inexistente.” 

 

Dentro del término de traslado se pronunció el deudor manifestando: 

 

“LA IMPUGNACIÓN CARECE DE FUNDAMENTO JURÍDICO 

➢ El acuerdo NO trasgrede la ley, ni la constitución, ya que se cumple a 

cabalidad lo citado en el artículo 553 numeral 10: 

10.Nopodrá preverse en el acuerdo celebrado entre el deudor y sus 

acreedores ni en sus reformas un plazo para la atención del pasivo superior 

a cinco (5) años contados desde la fecha de celebración del acuerdo, salvo 

que así lo disponga una mayoría superior al sesenta por ciento (60%) de los 

créditos o que originalmente la obligación hubiere sido pactada por un 

término superior. 

Como se manifestó anteriormente la obligación con el señor VALENTÍN 

ARANZAZU fue constituida hace más de cinco años, para ser exactos 7 años, 

dos meses, y catorce días; es decir, que la obligación fue pactada en un 

término SUPERIOR a los cinco años, cumpliéndose tácitamente lo que cita la 

ley. 

El señor LEONARDO ALEXANDER BELTRÁN BARAHONA, cita como pretensión 

subsidiaria presentar una controversia, se solicita muy respetuosamente 

hacer caso omiso de la misma, ya que la etapa procesal ya fue superada. 

 

PRETENSIONES 

✓ Se ordene seguir con la ejecución del acuerdo de pago.” 



 

II. CONSIDERACIONES 

 

 

En orden a enfocar el asunto, indudablemente es necesario hacer algunas 

precisiones normativas referentes a la competencia que tiene esta instancia 

para conocer de este proceso de liquidación patrimonial, por consiguiente, se 

dirá que que el numeral 9° del art. 17 del Código General del Proceso (CGP). 

reza: 

 

“(…) Los Jueces Civiles Municipales conocen en única instancia de: (…) 9. De las 

controversias que se susciten en los procedimientos de insolvencia de personas 

naturales no comerciantes y de su liquidación patrimonial, sin perjuicio de las 

funciones jurisdiccionales otorgadas a las autoridades administrativas (…)”. 

 

De otro lado, y de manera armónica el art. 534 ibídem establece que: 

 

“(…) Competencia de la Jurisdicción Ordinaria Civil: (…) De las controversias 

previstas en este título conocerá en única instancia, el Juez Civil Municipal del 

domicilio del deudor o del domicilio donde se adelante el procedimiento de 

deudas o validación del acuerdo (…)”. 

 

El art. 533 CGP, indica: 

ARTÍCULO 533. COMPETENCIA PARA CONOCER DE LOS 

PROCEDIMIENTOS DE NEGOCIACIÓN DE DEUDAS Y CONVALIDACIÓN DE 

ACUERDOS DE LA PERSONA NATURAL NO COMERCIANTE. Conocerán de 

los procedimientos de negociación de deudas y convalidación de 

acuerdos de la persona natural no comerciante los centros de 

conciliación del lugar del domicilio del deudor expresamente 

autorizados por el Ministerio de Justicia y del Derecho para adelantar este 

tipo de procedimientos, a través de los conciliadores inscritos en sus 

listas. Las notarías del lugar de domicilio del deudor, lo harán a través de 

sus notarios y conciliadores inscritos en las listas conformadas para el 

efecto de acuerdo con el reglamento. 

Los abogados conciliadores no podrán conocer directamente de estos 

procedimientos, y en consecuencia, ellos sólo podrán conocer de estos 

asuntos a través de la designación que realice el correspondiente centro 

de conciliación. 

Cuando en el municipio del domicilio del deudor no existan centros de 

conciliación autorizados por el Ministerio de Justicia y del Derecho ni 

notaría, el deudor podrá, a su elección, presentar la solicitud ante 

cualquier centro de conciliación o notaría que se encuentre en el mismo 

circuito judicial o círculo notarial, respectivamente. 

PARÁGRAFO. El Gobierno Nacional dispondrá lo necesario para garantizar 

que todos los conciliadores del país reciban capacitación permanente 

sobre el procedimiento de insolvencia para persona natural no 

comerciante. (negrillas del juzgado) 

 



 

Se hace necesario, poner de presente que este despacho evidencia que la 

actuación procesal surtida en este asunto debe ceñirse a la estricta observancia 

del debido proceso, atendiendo que el mismo está consagrado como derecho 

fundamental en el art. 29 Constitucional y es que es precisamente esta la razón 

por la cual, atendiendo los deberes constitucionales que le asisten, puede el juez 

que conoce de las impugnaciones presentadas, hacer una revisión del trámite 

surtido al interior de la solicitud de insolvencia, y verificar si el conciliador ha 

cumplido el deber legal de velar por el cumplimiento de las formas propias del 

procedimiento, de acuerdo a lo normado en el Código General del Proceso.  

 

Lo anterior se refuerza al recordar lo que sobre las normas procesales consagra 

el CGP en su art. 13, así: “Observancia de normas procesales. Las normas 

procesales son de orden público y, por consiguiente, de obligatorio 

cumplimiento, y en ningún caso podrán ser derogadas, modificadas o sustituidas 

por los funcionarios o particulares, salvo autorización expresa de la ley”.  

 

Veamos entonces el problema jurídico a resolver por el despacho: 

 

El impugnante sostiene que se ha contravenido el Código General del Proceso 

en su artículo 553 que establece: 

 

“ARTÍCULO 553. ACUERDO DE PAGO. El acuerdo de pago estará sujeto a 

las siguientes reglas:… 

 

10. No podrá preverse en el acuerdo celebrado entre el deudor y sus 

acreedores ni en sus reformas un plazo para la atención del pasivo 

superior a cinco (5) años contados desde la fecha de celebración del 

acuerdo, salvo que así lo disponga una mayoría superior al sesenta por 

ciento (60%) de los créditos o que originalmente la obligación hubiere 

sido pactada por un término superior.” 

 

Se advierte que el acuerdo de pago del 13 de julio de 2023, aprobado fue del 

siguiente tenor: 

 



 

 

 

 

 



 

 

 

 

Se puede apreciar simple vista que el acuerdo al que llegaron las partes, tiene 

un periodo de cumplimiento de 61 meses. Este plazo planeado no es superior a 

5 años, en el entendido que la última cuota es la número 61, pagadera el 5 de 

noviembre de 2028. Como puede verse a pesar de ser 61 cuotas, las mismas se 



dan en un periodo exacto de 5 años, pues la primera y la última inician y finalizan 

de noviembre 2023 a noviembre de 2028. 

 

La primera cuota tiene como fecha de cumplimiento el 5 de noviembre de 2023. 

Así las cosas, la mentada normatividad se encuentra satisfecha, pues se 

cumplen los 5 años planteados por la norma. 

 

Aunque el impugnante y el deudor sostienen que el pago se pactó para llevarse 

a cabo en 64 meses, ello no guarda relación con lo establecido en el acta de 

acuerdo que finalmente fue firmada, por lo cual, no hay lugar a revocar el 

mentado documento, además que no se vislumbra la vulneración del debido 

proceso de los acreedores, y además, de conformidad con el principio de 

conservación del acuerdo, se debe propender por el cumplimiento del mismo, 

máxime que su votación fue aprobada por los acreedores que representan más 

del 50%  del monto de capital de la deuda. 

 

Como consecuencia de lo anterior, se ordenará devolver al Notario Primero del 

Círculo de Manizales, el expediente de insolvencia de persona natural no 

comerciante para que continúe su trámite. 

 

En merito de lo expuesto, el Juzgado Segundo Civil Municipal de Manizales: 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: NEGAR la solicitud nulidad del acuerdo, dentro del procedimiento de 

insolvencia de persona natural no comerciante incoado, por las razones de orden 

constitucional y legal expuestas en la parte motiva de esta providencia. 

 

SEGUNDO: DEVOLVER las presentes diligencias a la operadora de insolvencia, 

previa cancelación de su radicación en esta instancia. 

 

  NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

LUIS FERNANDO GUTIÉRREZ GIRALDO 

JUEZ 

NOTIFICACION POR ESTADO 
La providencia anterior se notifica en el Estado del 04-08-2023 

Robinson Neira Escobar-Secretario 
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